TENTATIVA DE EXTORSIÓN AGRAVADA

RADICACIÓN: 66001-60-00058-2006-02818 01

PROCESADO: ÁLVARO SALAZAR

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN PENAL


MAGISTRADO PONENTE 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Pereira, Marzo trece (13) de dos mil siete (2007)
ACTA DE AUDIENCIA PÚBLICA No. 111
SEGUNDA INSTANCIA

	Hora: 
	8:45 a.m.

	Imputado: 
	Álvaro Salazar

	Cédula de ciudadanía No:
	10’140.351 de Pereira

	Delito
	Tentativa de Extorsión Agravada

	Ofendido
	Gil Josué Flórez Álvarez
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	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por la Defensa contra el fallo de fecha once (11) de diciembre de 2006.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes para la decisión a tomar, son:

1.1.- Se informó mediante denuncia instaurada por la víctima el pasado 26 de septiembre de 2006, que desde hacía cuatro meses se venía cobrando por parte de personas desconocidas un título valor -letra de cambio- por la suma de veinticinco millones de pesos, supuestamente suscrita en condición de girador o deudor el causante HUMBERTO CASTRO, padre de ANTONY CASTRO, quien falleció el día treinta (30) de Julio de 2005. Se informó, que la sucesión se está adelantando y que estos sujetos querían que el citado ANTONY, en su condición de heredero, saldara prontamente la obligación insoluta, so pena de recibir un atentado contra su vida o la de sus seres queridos. Que hechas las averiguaciones, se pudo establecer que esa letra es falsa, pues un perito adscrito a la lista de auxiliares de la justicia, dictaminó que esa no era la firma del finado, ni los nombres y cédulas que allí aparecían correspondían a la realidad. Al haberse dicho a los extorsionistas que ese título era espurio, respondieron que no importaba, que de todas formas tenían que cancelar el dinero en la forma convenida.
1.2.- La Fiscalía solicitó orden de captura en contra de la persona que según los datos obtenidos estaba haciendo la exigencia extorsiva, el cual correspondía al nombre de ALVARO SALAZAR; persona ésta que fue aprehendida y con la cual se llevaron a cabo las audiencias de legalización de orden de captura, imputación y medida de aseguramiento. Ante la señora Juez de Garantías se hicieron las siguientes declaraciones judiciales: (i) se declaró legal la captura; (ii) se efectuó la imputación por el punible de TENTATIVA DE EXTORSIÓN AGRAVADA al tenor del numeral 3º del artículo 245 por haber mediado amenazas de muerte, misma que aceptó en forma simple y llana el indiciado para efectos de acceder al descuento al que hace alusión el artículo 351 del actual estatuto procedimental penal; (iii) no hubo lugar a imponer medida de aseguramiento, por cuanto la señora Fiscal se abstuvo de solicitarla, habida consideración a un “arreglo” entre las partes (al cual nos referiremos luego al momento de las consideraciones pertinentes). A consecuencia de lo anterior, el procesado quedó en libertad.
1.3.- El asunto pasó ante el Juzgado de conocimiento, autoridad que avaló la terminación anticipada del proceso y finiquitó el asunto con un fallo de condena por medio del cual impuso una sanción privativa de la libertad de doce (12) meses de prisión, la pecuniaria de multa equivalente a 50 s.m.l.m.v., y la accesoria de inhabilitación de derechos y funciones públicas por un tiempo igual a la principal. Negó el subrogado de la condena de ejecución condicional y dispuso librar la correspondiente orden de captura.
1.4.- Quien ejerce la defensa pública del acusado SALAZAR, no estuvo conforme con la negativa del subrogado, razón por la cual impugnó el fallo y es la razón para que los registros se hallen en esta instancia a la espera de resolver la impugnación.
2.- El Debate

Se desarrolló en la audiencia de sustentación ante esta Corporación, de una manera bien singular, pues las partes se hicieron mutuos reproches en torno al manejo que cada una dio a la terminación de este asunto. Todo lo dicho se presentó en los siguientes términos:
2.1.- La Defensa

- Se siente engañada porque al final no se va a cumplir lo prometido en cuanto a que ALVARO SALAZAR fuera dejado en libertad con derecho al subrogado. Debe respetarse hasta el final lo acordado con la Fiscalía, pues se dijo que a él se le iba a conceder la libertad en forma incondicional si aceptaba los cargos, indemnizaba y delataba a todos los demás copartícipes.
- A la señora Juez le pareció grave el hecho y procedió a negar esa suspensión del fallo, olvidando que su defendido no necesita purgar esa pena, con mayor razón cuando existen amenazas por parte del representante de las víctimas. Si es enviado a la cárcel, allí están las personas que le pueden hacer daño. 
- Solicita se tenga de presente que con la expedición del nuevo sistema, también hay lugar a todos los beneficios para los delitos de extorsión, como lo anunció la Sala de Casación Penal de la Corte en reciente pronunciamiento.
- Pide igualmente, se tenga en cuenta que el señor SALAZAR indemnizó a las víctimas, pero estas insisten en una colaboración eficaz de parte de él, cuando eso ya lo hizo; además, que se trata de un padre de familia que estaba en su residencia en el momento en que fue capturado sin saberse el motivo para ello.
- Por todo lo que ha ocurrido, se considera también presionada y esto lo va a denunciar ante la Sala Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura.

2.2.- La Fiscal
- Se dieron algunos motivos para solicitar de parte de la Fiscalía una libertad en la primera instancia, concretamente, que antes de iniciarse la audiencia ante el Juzgado de Control se llegó a algunos “arreglos” con el procesado y su defensora, concretamente, el pago de una indemnización a la víctima, razón por la cual no se solicitó medida de aseguramiento. Ya con posterioridad, se entendía que la Fiscalía pediría la concesión del subrogado, pero eso quedaba al buen juicio de la señora Juez de conocimiento.
- Como se observa, al inculpado ALVARO SALAZAR se le otorgó efectivamente la libertad como había sido prometido por la Fiscalía; empero, ya en la audiencia de individualización de pena y sentencia, aunque el ente acusador insistió en la libertad, ésta la fue negada por la Juez al argumentar que la gravedad de los hechos no permitía esa opción. Y precisamente cuando la Juez leyó el fallo, el señor ALVARO no escuchó la sentencia y se dio a la fuga, con lo cual, ahora tiene pendiente una orden de captura.

- En estos momentos, la Fiscalía cambia de posición frente al asunto, pues se siente obligada a pedir la confirmación de la negativa del subrogado, habida consideración a la actitud asumida por el encartado. Estima que el señor SALAZAR tenía que seguir presente y dar la cara a esta situación. Con su fuga defraudó la confianza que le brindó la Fiscalía y obstruyó la colaboración con la Justicia que inicialmente había ofrecido, lo que estaba dando buen resultado en virtud a que ya existen otras condenas derivadas de estos mismos acontecimientos.
- La defensa nos dice que estuvo con la intención de regresar, pero no lo hizo. A lo cual hay que aclarar que la Fiscalía lo tiene bajo protección, pero no ha hecho nada para presentarse. 
2.3.- Representante de las víctimas

- Existen varios puntos errados en la intervención de la defensa, toda vez que miente en su exposición al decir que su patrocinado ha ayudado a la justicia. Él personalmente averiguó en Bogotá y pudo constatar que este señor ALVARO nunca colaboró con la judicatura. Todas las pruebas las aportó directamente él y no el citado SALAZAR. También la Fiscalía está equivocada en su apreciación.

- Es falso que ALVARO SALAZAR esté amenazado, por el contrario, las víctimas, él incluido, sí han recibido amenazas desde España, luego de haberse proferido esta condena.
- A las víctimas no les interesa tanto lo del pago de la indemnización, lo cual efectivamente ocurrió, pues el mayor interés es que este sujeto delate a los demás partícipes en el delito, pues se sabe que no obró solo y que existen otros interesados en causar este daño.

2.4.- Procurador

Se mantiene en su petición ante la señora Juez de conocimiento, en el sentido de no despachar favorablemente la petición de la señora Fiscal, en consideración a la gravedad de la conducta investigada. Y ahora con mayor razón cuando ya es más delicada la situación con la huida del implicado.
3.- La Decisión

Encuentra esta Sala de Decisión, que lo que ha ocurrido es el mejor ejemplo de lo que no se debe hacer a efectos de concretar procesalmente un acuerdo en torno a la concesión de subrogados penales o sustitutos. Lo decimos así con el mayor respeto por todos los intervenientes, dado que la forma en que aquí se procedió echa por la borda toda posibilidad de entendimiento entre las partes y puede dar lugar a que, como en efecto sucedió, cada uno de los interesados se muestre engañado por el comportamiento o la actitud de la parte contraria. Miremos bien lo ocurrido y apreciemos si se obró bien o se obró mal.
Si analizamos en detalle lo acaecido en las audiencias preliminares ante la señora Juez de Control de Garantías, se observa un común denominador: TODAS LAS PARTES QUERÍAN LLEGAR A UN ACUERDO CUYA FINALIDAD NO ERA OTRA QUE OFRECERLE AL IMPUTADO UN DESCUENTO PUNITIVO Y SU LIBERTAD, A CAMBIO DE QUE INDEMNIZARA LOS DAÑOS CAUSADOS Y ADEMÁS COLABORARA CON LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA Y CON LAS VÍCTIMAS DELATANDO A LOS OTROS COPARTÍCIPES AÚN NO INDIVIUALIZADOS.

Ese propósito, bien plausible por cierto, se vino abajo toda vez que no se supo manejar este asunto en debida forma. Y así lo aseguramos, porque en vez de concretar los términos de esa negociación ante la señora Juez de Garantías, lo que se terminó haciendo fue una aceptación unilateral simple y llana de los cargos, es decir, todo se circunscribió al allanamiento a la imputación para recibir el correspondiente descuento de pena, lo mismo que a reiterar la Fiscalía su petición de libertad para el acusado, a cuyo efecto retiró la petición de medida de aseguramiento y posteriormente ante la Juez de conocimiento insistió en el deseo de la concesión del subrogado, el cual, como se sabe, fue negado.
Nos preguntamos entonces: ¿en dónde quedó la negociación acerca de la concesión de la suspensión condicional de la ejecución de la pena?, ¿en dónde quedó el compromiso de la delación, en qué términos se iba a cumplir la misma? Sencillamente eso se quedó en mero proyecto y no se concretó para bien de la Justicia.
Todo nos hace pensar, que las partes no hicieron un manejo apropiado de las figuras de terminación anticipada, lo mismo que del principio de oportunidad. Confundieron la negociación bilateral con la aceptación unilateral, y pasaron por alto la opción que da la ley con respecto a suspender la acción penal o incluso darla por terminada en caso de presentarse una efectiva colaboración con la justicia, obviamente no de simple palabra sino constatada en el plano de la realidad objetiva.
Si se hubiese obrado, como creemos debió hacerse, por medio de una negociación y no a través de la aceptación de cargos, la defensora no se estaría quejando ahora de que la señora Juez le negó el subrogado a su defendido, ni tampoco la Fiscalía hubiese presenciado la fuga del justiciable, porque sencillamente el preacuerdo hubiese girado muy específicamente en torno a la concesión del beneficio y ello le sería obligado respetarlo a la señora Juez de conocimiento, salvo alguna violación al principio de legalidad, v.gr., que la pena impuesta fuese superior a los tres años de prisión, o que estuviera de por medio una prohibición legal expresa, lo que por supuesto no existe para el caso que se juzga.

Y todavía más, si las partes hubiesen negociado la concesión del subrogado, bien podían haberle adicionado un descuento de pena, pues al tenor de la actual jurisprudencia de la Sala de Casación Penal
, son perfectamente acumulables el descuento de pena y la concesión de alguno de los beneficios liberatorios (suspensión de la condena o el sustituto de la prisión domiciliaria).
Ahora bien, si no se quería hacer uso de una negociación, también se pudo pensar en la aplicación de la figura del principio de oportunidad, muy concretamente en lo normado por los numerales 5 y 6 del artículo 324 de la Ley 906 de 2004 en armonía con el 323 idem, cuando señalan que la Fiscalía está facultada, previo control del señor Juez de Garantías, para suspender, interrumpir o renunciar a la persecución penal: “si el imputado colabora eficazmente para evitar que continúe el delito o se realicen otros, o aporte información esencial para la desarticulación de bandas de delincuencia organizada”; además “cuando el imputado sirva como testigo principal de cargo contra los demás intervinientes, y su declaración en la causa contra ellos se haga bajo inmunidad total o parcial. En este caso los efectos de la aplicación del principio de oportunidad serán revocados si la persona beneficiada con el mismo incumple con la obligación que la motivó”.
Queda claro hasta aquí que las partes no hicieron uso de los mecanismos idóneos para alcanzar sus específicos objetivos procesales, equivocaron el camino y se acogieron a una forma de terminación anticipada que no les podía brindar la seguridad de que la señora Juez fuese a tomar una determinación favorable en cuanto al tema del subrogado penal. Y lo dicho es cierto, habida consideración a que cuando un asunto se resuelve por la aceptación simple y pura, como aquí sucedió, al procesado simplemente se le concede el 50% de rebaja de pena y el fallador queda en libertad de hacer un análisis subjetivo acerca de la concesión o negación de los beneficios liberatorios, lo cual no sucede en el caso de las negociaciones o preacuerdos, porque, como ya lo dijimos, lo que las partes resuelvan en ese sentido debe ser respetado por el juez, salvo violación de la legalidad que no ocurre en el caso que nos convoca.
La pregunta que queda no puede ser diferente a la siguiente: ¿qué hacer si las partes tomaron una opción equivocada?, ¿es posible que la judicatura en forma oficiosa pueda corregir la situación para retornar las cosas a su estado original y revivir el momento procesal anterior para que hagan otro tipo de propuestas? La respuesta es: por supuesto que no. Eso no es posible debido a que estamos en una justicia rogada en donde son las partes las que imprimen el trámite que desean a la actuación y a los Jueces sólo nos corresponde avalar o negar esa posibilidad en caso de infringir garantías fundamentales. Además, la aceptación de cargos se torna irretractable desde el mismo momento en que se presenta ante el Juez de Garantías y éste la avala por no ser contraria a la Constitución o a la ley. Así las cosas, no hay nada que hacer frente a lo realizado hasta el presente y el Tribunal debe considerar como válido todo lo aquí actuado.
La situación es aún más compleja en el caso particular, toda vez que mientras la Fiscalía le informa a esta Corporación que efectivamente el señor SALAZAR sí hizo un aporte importante a la Administración de Justicia, como que hizo delaciones que dieron lugar a otros fallos de condena; el representante de la víctima asegura que eso no es verdad, pues todos los aportes probatorios los han ofrecido las víctimas y que ALVARO SALAZAR no ha hecho nada positivo en orden a delatar a sus copartícipes. Como vemos, todo es una incertidumbre que no permite llegar a ninguna definición concreta en orden a sostener si realmente el aquí procesado cumplió o no con el compromiso informal de hacer aportes efectivos en bien de la Administración de Justicia.

Lo único que sí quedó demostrado, es la indemnización que se le hizo a las víctimas (un millón de pesos), motivo por el cual el sentenciado recibió el sustancial descuento de pena.

Sólo resta poner término al recurso con el análisis de si la señora Juez de primer grado obró bien u obró mal en el momento en que negó la concesión de la suspensión condicional de la ejecución de la pena. En ese punto concreto la Sala no puede menos que respaldar la conclusión a la que llegó la funcionaria de primer nivel, por cuanto el hecho investigado reviste la mayor gravedad. Tanto así, que desborda aquellos parámetros normales de las Extorsiones y posee unos ribetes de mayor peligrosidad en las personas que así actuaron, como los siguientes: (i) se aprovecharon de la calamidad de ese medio familiar del señor ANTONY CASTRO, luego del fallecimiento de su señor padre, para hacer el cobro indebido de una obligación dineraria; (ii) cobranza que fue precedida de amenazas de muerte, tanto para él como para sus congéneres, lo que conllevó a que la conducta se considerara agravada en forma específica; y para rematar (iii) todo indica, que la obligación que se estaba cobrando era inexistente, habida consideración a que se estableció por las víctimas que el título valor -letra de cambio- que la contenía, era falso; con el adicional descaro que cuando se le dijo al ejecutor de esa cuenta que eso no se debía porque el documento era espurio, expresó que eso no importaba, que de todas maneras había que pagar o de lo contrario se verían las consecuencias. Esa forma de proceder causa escozor por su insensibilidad y por desconocer abruptamente elementales principios de moralidad, con mayor razón si es verdad como aquí se afirma, que aún después del fallo de condena las amenazas continúan.
Siendo así, no queda alternativa diferente a darle confirmación integral al fallo de condena en los términos en que fue proferido.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia condenatoria del Juzgado Primero Penal Municipal de esta capital, objeto de impugnación. 
Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de casación.

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE 
             MARÍA MERCEDES LÓPEZ MORA

    Magistrado





 Magistrada

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN 


       CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

   Magistrado




      
      Secretaria de la Sala 
� C.S.J., Sentencia de Casación del 23 de mayo de 2006, Rad. 25300, M.P. Dr. Sigifredo Espinosa Pérez. 
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